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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 430/2024-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL EN SAN LUIS POTOSÍ 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., once de noviembre de dos mi veinticuatro. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 430/2024-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del diez de junio de este año, se tuvo a **********demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

-Directora del Instituto Registral y Catastral en San Luis Potosí.  
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las once horas del veintisiete de agosto de este año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación,  desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción XI y 28 fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja ********** de este expediente, documento al que es de otorgar valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

  
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita, se debe de tomar en cuenta que el acto que se impugna lo es **********del expediente en que se actúa, que adminiculada con la solicitud de los actores dirigida al Director de Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, la cual obra en autos a foja **********de este expediente, se advierte que la respuesta dada a los actores mediante la citada Boleta de Rechazo, es acorde para con la solicitud de los mismos, lo que es innegable que cuentan con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja  44 de este expediente. 
CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, la autoridad demandada hace valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas y señaladas por los artículos 228 fracción X en relación con el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis, con el argumento de que atendiendo a la naturaleza de la pretensión así como de los hechos en que se sustentan los actores, se trata de un acto de naturaleza privada, el cual debe ser tramitado y resuelto conforme a las reglas del derecho civil, por lo que dice no es susceptible de ser conocido y resuelto por este Tribunal ya que es distinto a los enunciados en el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal, por ello dice que su estudio no debe ocuparse y al actualizarse la improcedencia que se invoca, debe dictarse resolución en que se sobresea el presente asunto.(F 4)   
A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 06 del por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 


SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, esta resolutora procederá a llevar a cabo un estudio integral de la demanda de nulidad, a efecto de llevar a cabo un análisis de la misma con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda de nulidad y no circunscribirse al apartado de los conceptos de impugnación, sino a cualquier parte de éste donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir.

Sirve de apoyo el siguiente criterio que dice:   

DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE VERACRUZ. SU ESTUDIO DEBE SER INTEGRAL.

Del artículo 325 del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de Veracruz, se colige que las Salas del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Poder Judicial local deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda de nulidad, previa fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, y suplir la deficiencia de la queja en los casos previstos por dicha norma; de ahí que ese escrito inicial constituye un todo y su análisis no debe circunscribirse al apartado de los conceptos de impugnación, sino a cualquier parte de éste donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, como lo ordena el propio precepto 325 en su fracción IV, al disponer que las sentencias del órgano jurisdiccional referido contendrán el "análisis de todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados.", lo cual implica que el estudio de la demanda en el juicio contencioso administrativo debe ser integral y no en razón de uno de sus componentes.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO.”

En primer lugar se tiene que el acto impugnado lo es la Boleta de rechazo número J94172, del primero de abril de dos mil veinticuatro.  

Para esos efectos, los actores señalaron agravios en el sentido de que la negativa de la autoridad responsable establece una inflexión jurídica a la norma y a la ley que rige el acto de autoridad, ya que establece que no procede su inscripción ante dicha autoridad en virtud de realizar un juicio extraordinario civil a efecto de que la autoridad judicial ordene su inscripción definitiva.
Dicen que el acto de autoridad administrativa es inflexible e incongruente con el acto de autoridad judicial, específicamente en el punto resolutivo cuarto, en virtud de que la autoridad ordena el otorgamiento de la escritura correspondiente ante notario público y/o fedatario público, por consiguiente dice que el acto judicial debe inscribirse de manera preventiva, ya que el acto judicial ordena la expedición de una escritura de propiedad y dicha escritura de propiedad debe de contener el acto administrativo, ya que va de manera conjunta y/o aleatoria al acto judicial de expedición de escritura.           

Que entonces, el acto judicial acredita los elementos de otorgamiento de escritura, por consiguiente dice que el acto judicial ordena ante notario público su expedición de dicha escritura y el notario debe de realizar todos y cada uno de los trámites administrativos incluyendo el registro. (F 03)  


Son infundados los agravios propuestos por los demandantes, ya que de un análisis al acto que se combate, el cuál se encuentra agregado en autos a foja 08 del expediente en que se actúa, se advierte que de una manera razonada y fundada, la autoridad demandada expuso las razones y motivos por los que consideró rechazar el Testimonio Notarial Número Diez Mil Cuatrocientos que en su momento fue presentado por los demandantes.


Esas razones y motivos en que se basó la demandada para rechazar la inscripción consistieron en que dicho Testimonio, el cuál se encuentra agregado en autos a foja de la 10 a la 13 de este expediente y al que es de otorgarle valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señalaba un antecedente preventivo, pero que esa figura si bien se encontraba vigente en los artículos 71 y 72 de la Ley del Registro Público de la  Propiedad del Estado de San Luis Potosí, no menos cierto lo es que en la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la figura de preventividad ya había desaparecido.
Señaló además que al no contemplar la ley de la materia dicha figura, no se cumpliría con el principio de tracto sucesivo, pues una de las finalidades del Instituto Registral y Catastral es la de dar publicidad a los actos jurídicos que ante él se inscriban, siendo éste un requisito  para que surta plenamente efectos contra terceros, motivos y razones suficientes que tuvo la demandada para rechazar la inscripción de que se trata.
De lo anterior se obtiene que la demandada fue muy clara y precisa del porqué de su determinación, sin que se advierta inflexiblidad ni incongruencia en su respuesta dada en el acto que se combate como así lo prenden hacer ver los actores.

Por lo anterior es por lo que la demandada concluyó lo siguiente: 

“POR LO ANTERIOR, DEBERA LLEVARSE A CABO PROCEDIMIENTO JUDICIAL A EFECTO DE QUE EL JUZGADO DE LA JURISDICCIÓN DEL INMUEBLE EMITA RESOLUCIÓN EN LA QUE ORDENE SU REGISTRO  DEFINITIVO.”



Aún y cuando los actores insistan en que el acto judicial contenido en el Testimonio de referencia debe inscribirse de manera preventiva, que inclusive dicho acto judicial ordena la expedición de una escritura de propiedad, lo cierto es que no se advierte que la autoridad judicial haya ordenado inscribir de manera definitiva el lote de terreno número veinticinco de la manzana uno de la calle Pilar en la Colonia Nueva Creación en el Estado de San Luis Potosí, con las medidas y colindancias que ahí se señalan.  


Entonces, no es cierto que el acto judicial haya acreditado los elementos de otorgamiento de escritura, como así lo refieren los demandantes, tampoco es cierto que dicho acto judicial haya ordenado la inscripción definitiva para que el notario deba de realizar todos y cada uno de los trámites administrativos incluyendo el registro.

Aunado a lo anterior, el fundamento legal en que se basó la demandada para emitir el acto que se impugna, lo fueron los artículos 1°, 8°, 14, 16, 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1° 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 11, 12, 13, 14 15, 27, 46, 47 48, 49, 50, 51, 54 y 56 fracción III, 52, 76, 81, 94, 135, 136, 140, 141, 142 fracción II, 152 fracción VII inciso A) de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.


Sin que dicho fundamento legal haya sido combatido por los actores, esto es, no esgrimieron conceptos de impugnación tendientes a combatir y destruir el fundamento legal invocado por la autoridad demandada en el acto que se impugna.
        
En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción, no fue desvirtuada por parte de los demandantes de acuerdo a los razonamientos que han quedado señalado en esta resolución, por lo que entonces, subsiste la legalidad y validez del acto que se impugna. 


Por su parte, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación, manifestó que:

“… el hecho de que la autoridad judicial haya estimado que los actores acreditaron los elementos de la acción de otorgamiento y firma de Escritura y que el Título Legal debe ser protocolizado ante Notario Público, ello de ninguna manera impone a esta autoridad registral inscribir el acto de forma preventiva pues la naturaleza de la acción  de otorgamiento y firma de Escritura, no tiene tal alcance, sino únicamente de obligar al demandado a que formalice el acto jurídico mediante Escritura Pública ante Notario Público, aunado a que esta autoridad registral y catastral no fue parte de esa controversia y por lo mismo, tampoco fue condenada a inscribir en los términos que pretenden y afirman los actores. (F42)   


Argumento que es procedente, puesto que es coincidente con el criterio que ha quedado señalado en la presente resolución.


Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como Legal y Válido. 


Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como Legal y Válido. 


En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado su concepto de impugnación infundado de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.


PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.


SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.


TERCERO.- Notifíquese. 


ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado EDUARDO PEREDO GÓMEZ, que autoriza y da fe.-CONSTE.
"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� Época: Décima Época, Registro: 2014827, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 45, Agosto de 2017, Tomo IV, Materia(s): Administrativa, Tesis: VII.1o.A.19 A (10a.), Página: 2830. 








